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León, Guanajuato, a 6 seis de agosto del año 2009 dos mil nueve. . . .  
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 042/2009-JN, promovido por la ciudadana Celia del Rocío Pérez Landín; y, . . 

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que la parte actora se ostentó como sabedora de los actos impugnados, toda vez que refiere que esto fue el 3 tres de febrero del año 2009 dos mil nueve, sin que de los autos de la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
TERCERO.- La existencia de los actos impugnados, consistentes en el mandamiento de ejecución de fecha 21 veintiuno de septiembre de 2008 dos mil ocho, que contiene el crédito fiscal número 4630191138 124, (cuatro-seis-tres-cero-uno-nueve-uno-uno-tres-ocho-uno-dos-cuatro), por el monto de $15,149.37 (Quince mil ciento cuarenta y nueve pesos 37/100 moneda nacional); así como la diligencia de embargo efectuada el día 12 doce de noviembre del 2008 dos mil ocho, por el ministro ejecutor de nombre José Marcos Almaguer Andrade; se encuentra acreditada en autos con las copias al carbón del mandamiento de ejecución y la diligencia de embargo, los que fueron aportados por la actora y con las copias certificadas anexadas por la Directora General de Ingresos; documentales que merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . 

De lo expuesto por la actora en su escrito de demanda, así como de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que con fecha 21 veintiuno de septiembre del 2008 dos mil ocho, se emitió el mandamiento de ejecución impugnado, el cual fue diligenciado el 12 doce de noviembre de ese mismo año, trabándose embargo respecto del inmueble ubicado en calle Hortencias número 234, doscientos treinta y cuatro, de la colonia Jardines de Jerez, de esta ciudad; por la cantidad de $15,149.37 (quince mil ciento cuarenta y nueve pesos 37/100 moneda nacional); por el motivo de no haber pagado el crédito fiscal descrito en el requerimiento de pago y documento determinante del crédito. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Mandamiento de ejecución y embargo que estima ilegales la parte actora, al no habérsele notificado diligencia de requerimiento de pago alguna; constituyendo ello el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la especie, en la presente causa administrativa, las autoridades demandadas no hicieron valer causal alguna de improcedencia o sobreseimiento, de las previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; en tanto que éste Juzgador, de oficio, por ser de orden público, no advierte la actualización de alguna otra causal de improcedencia o sobreseimiento de las previstas en los preceptos señalados, que impida el estudio de fondo de la presente causa administrativa; es por lo que se procede a analizar los conceptos de impugnación esgrimidos por la actora. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

SEXTO.- Puntualizado lo anterior, de los conceptos de impugnación esgrimidos por la parte actora, este Juzgador se avocará al estudio del que considera trascendental para emitir la presente resolución, como lo es el primer concepto de impugnación,  sin necesidad de transcribir los restantes, sirviendo para ello el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente Jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . 
Así las cosas, en el primer concepto de impugnación, manifiesta la parte actora en lo esencial que, los actos impugnados son ilegales, toda vez que no se notificó de manera alguna el requerimiento de pago, al que alude el mandamiento de ejecución impugnado, ya que refiere textualmente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“Por lo que de conformidad a lo señalado en el artículo 47 del CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO Y JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO Y LOS MUNICIPIOS DE GUANAJUATO niego lisa y llanamente que se haya notificado tal diligencia de requerimiento de pago.”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Las autoridades demandadas por su parte, señalan al rendir su contestación al proceso administrativo, que: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“...Dicho agravio es inoperante ya que el actor en su agravio niega lisa y llanamente que se le haya notificado requerimiento de pago, pero a la vez en el mismo escrito de demanda en el acto o resolución que impugna señala textualmente: “acta de requerimiento de pago y embargo de fecha 12 de noviembre de 2008” de igual manera en su apartado de hechos manifiesta: “con fecha 03 de febrero de 2009, bajo protesta de decir verdad tuve conocimiento de los actos y resoluciones siguientes. Acta de requerimiento de pago y embargo.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
El concepto de impugnación hecho valer es fundado, tal y como lo hace valer el actor, porque simple y sencillamente la autoridad demandada, en este caso, la Directora General de Ingresos no acreditó que hubiere notificado debidamente a la actora, el requerimiento de pago, el que es previo al mandamiento de ejecución y que ante la negativa lisa y llana de la actora,  de que se hubiera emitido dicho acto, le correspondía demostrar su existencia. . . . . . . . . . 

En efecto, dentro del procedimiento administrativo de ejecución previsto en la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, al determinarse la existencia de un crédito fiscal, por parte de la autoridad fiscal correspondiente; le sigue como siguiente etapa, el que se haga el requerimiento de pago al contribuyente, y si en el plazo otorgado no cubre el monto requerido, debe procederse a mandar ejecutar al deudor y practicar el embargo de bienes del deudor. En el caso concreto, la Directora General de Ingresos, -según se advierte de las constancias que la misma autoridad exhibió como pruebas de su parte y a las que se les otorgó pleno valor probatorio-, emitió el 31 treinta y uno de agosto del 2007 dos mil siete, la: “notificación de liquidación de la contribución especial por ejecución de obra pública”; que constituye el documento determinante del crédito; por lo que siguiendo el procedimiento de ley, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 89, 93 y 94, primer párrafo de la Ley de Hacienda para los Municipios del Estado de Guanajuato, correspondía emitir el requerimiento de pago, tal y como lo señala el artículo 93 de dicha norma: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

“Artículo 93.- Las autoridades fiscales para hacer efectivo un crédito fiscal exigible y el importe de sus accesorios legales, requerirán al deudor para que efectúe el pago dentro de los seis días siguientes a la notificación de dicho requerimiento y se le apercibirá que de no hacerlo, se le embargarán bienes suficientes para hacer efectivo el crédito fiscal...”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Luego entonces, en el caso concreto, se advierte que la Directora General de Ingresos, omitió cumplir con una etapa de dicho procedimiento económico coactivo, pues dentro de las constancias que aportó, no presentó el documento en que conste el requerimiento de pago al que hace referencia el precepto transcrito; sino que como se advierte de tales constancias aportadas, del documento determinante del crédito de fecha 31 treinta y uno de agosto del 2007 dos mil siete, procedió a emitir el mandamiento de ejecución y la orden de embargo; omitiendo cumplir el procedimiento de ley en todas sus etapas, al no elaborar ni notificar debidamente a la deudora, el requerimiento de pago, constituyendo tal ilegalidad una violación al procedimiento administrativo de ejecución, que afectó sin duda, las defensas del particular, al no habérsele requerido de pago, ni haberle otorgado el plazo de ley para efectuar dicho pago, y en vez de eso, procedió a embargar directamente bienes de su propiedad. . . . . . . . 

Por lo que ante la negativa lisa y llana del actor, le correspondía a la autoridad demandada demostrar la existencia del requerimiento de pago, necesario en el procedimiento económico coactivo de referencia, pues con ello le revirtió la carga probatoria a dicha autoridad; Lo anterior de conformidad con lo dispuesto en el artículo 47 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; sin que haya demostrado que sí dictó el requerimiento de pago; negativa lisa y llana que acarrea como consecuencia, que se destruya la presunción de legalidad de los actos impugnados. 

Resulta aplicable al caso, el criterio del Pleno del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, contenido en la publicación denominada “Criterios 2000-2007”, la que en su página 9 nueve señala: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

“NEGATIVA LISA Y LLANA DE LOS MOTIVOS ADUCIDOS EN UN ACTO ADMINISTRATIVO, CARGA PROBATORIA EN TRATANDOSE DE LA.- Cuando el particular niega lisa y llanamente los motivos expresados en un acto administrativo,  con fundamento en los artículos 84 y 85 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Guanajuato supletorios a la Ley de la Materia, revierte la carga de la prueba de ellos a las autoridades administrativas. (Resolución de 29 de junio de 2000; Toca 22/00; Recurso de Revisión promovido por el Director General de Tránsito del Municipio de León, Gto.). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, al resultar fundado el concepto de impugnación analizado, se concluye que el mandamiento de ejecución resulta ilegal, pues al no respetarse el procedimiento respectivo, se incurrió en un vicio que afectó la defensa del particular; y por ende se actualiza la causa de nulidad prevista en el artículo 302, fracción III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato; por lo que es procedente decretar la nulidad total del mandamiento de ejecución de fecha 21 veintiuno de septiembre de 2008 dos mil ocho, que contiene el crédito fiscal número 4630191138 124, (cuatro-seis-tres-cero-uno-nueve-uno-uno-tres-ocho-uno-dos-cuatro), por un monto de $15,149.37 (Quince mil ciento cuarenta y nueve pesos 37/100 moneda nacional); al no tener soporte jurídico para su emisión; y en consecuencia, procede también decretar la nulidad total de la diligencia de embargo efectuada el día 12 doce de noviembre del 2008 dos mil ocho, por el ministro ejecutor demandado; por ser consecuencia legal de dicho mandamiento de ejecución y atendiendo al principio de derecho de que lo accesorio sigue la suerte de lo principal. . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SÉPTIMO.- En virtud de que el primer concepto de impugnación analizado resultó fundado y es suficiente para declarar la ilegalidad y en consecuencia la nulidad total de los actos impugnados, resulta innecesario el estudio de los demás conceptos esgrimidos por la parte actora, ya que ello no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300 fracción II, y 302 fracción III del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se:. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Resultó procedente el proceso administrativo interpuesto. . 
TERCERO.- Se decreta la Nulidad total del mandamiento de ejecución de fecha 21 veintiuno de septiembre de 2008 dos mil ocho, emitido por la Directora General de Ingresos, que contiene el crédito fiscal número 4630191138 124, (cuatro-seis-tres-cero-uno-nueve-uno-uno-tres-ocho-uno-dos-cuatro), por un monto de $15,149.37 (Quince mil ciento cuarenta y nueve pesos 37/100 moneda nacional); así como la diligencia de embargo efectuada el día 12 doce de noviembre del 2008 dos mil ocho, por el ministro ejecutor José Marcos Almaguer Andrade; por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Sexto de la presente sentencia;. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalado en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad procesal archívese el presente expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

